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SALA LABORAL

Magistrada Ponente: ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

(Acta Nro. 0093)

AUDIENCIA PARA PROFERIMIENTO DE AUTO INTERLOCUTORIO


En Pereira (Risaralda), a los diecisiete (17) días del mes de julio del año dos mil nueve (2009), se reunieron los señores Magistrados que integran la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, Dres. ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN –quien actúa como Ponente- HERNÁN MEJÍA URIBE y FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES, en asocio de la señora Secretaria, Dra. LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO, para resolver la apelación interpuesta contra el auto del 27 de marzo de 2009 proferido dentro del presente proceso Ejecutivo Laboral instaurado por el señor  MANUEL ÁNGEL CANO BETANCUR contra el MUNICIPIO DE BELÉN DE UMBRÍA.
En sesión previa que se hizo constar en la mencionada acta, la Sala discutió y aprobó el proyecto que presentó la Magistrada Ponente, el cual alude al siguiente auto interlocutorio:

I. LA PROVIDENCIA APELADA

El funcionario de primera instancia mediante auto interlocutorio de fecha veintisiete (27) de marzo de dos mil nueve (2009), libró mandamiento de pago con base en la Resolución N° 176 del 25 de noviembre de 2004, de la Alcaldía Municipal de Belén de Umbría, que contiene una obligación clara, expresa y actualmente exigible, por el capital deprecado, esto es por $110.789.094.22, pero sin indexar, y por los intereses legales a la tasa del 0.5% mensual, desde el 25 de noviembre de 2004, a pesar de que lo solicitado eran intereses moratorios a la tasa máxima legal. En conclusión, se abstuvo de librar mandamiento de pago por el valor de la indexación e intereses moratorios, aduciendo que tales conceptos no estaban expresamente estipulados en el título ejecutivo.
II. FUNDAMENTOS DE LA APELACIÓN

Inconforme con lo decidido la parte actora presentó recurso de apelación contra el auto proferido el día 27 de marzo de 2009 (fl. 18 y s.s.), expresando que tiene derecho al pago de los intereses moratorios y a la indexación, pues a pesar de no estar estipulados en el título ejecutivo, se trata de derechos reconocidos jurisprudencialmente que no tuvo en cuenta el despacho, pues la norma en que se funda su argumento -Artículo 2232 del Código Civil- no es aplicable en asuntos laborales por lo que solicita en su lugar la aplicación del artículo 141 de  la Ley 100 de 1993 y demás normas laborales por resultar más favorables a sus pretensiones en virtud del principio constitucional de la condición más beneficiosa.

III. CONSIDERACIONES

1. Problema jurídico por resolver:

El asunto bajo estudio plantea a la Sala los siguientes problemas jurídicos:

· ¿Cuándo acreedor y deudor, acuerdan por escrito (en el que además advierten que presta mérito ejecutivo) las nuevas condiciones que regirán el pago de una obligación anterior, dicho acuerdo debe hacer parte del título ejecutivo primigenio?
· ¿En el caso anterior, estamos frente a un título ejecutivo complejo? 
· ¿Puede el deudor ejecutar el pago de intereses moratorios, cuando tanto acreedor como deudor en un acuerdo de pago escrito, consintieron en suspender la causación de los mismos a partir de la fecha del acuerdo? 
2. Determinación del título ejecutivo que contiene la obligación que se ejecuta:

Como el recurso de apelación busca que se libre mandamiento de pago por los intereses moratorios a la tasa fijada en el artículo 141 de la Ley 100 de 1.993 y no a la que fijó el juez de primera instancia -que lo fue a la tasa del artículo 1617 del Código Civil-, y además a que se libre orden de pago por la indexación de las sumas debidas negada en primera instancia, la Sala considera de suma importancia, analizar el título ejecutivo que contiene la obligación insoluta que se ejecuta, así:


De acuerdo a los hechos de la demanda para lo que interesa a este recurso, mediante resolución No. 176 del 25 de noviembre de 2004 (folio 1 a 8), la Alcaldía Municipal de Belén de Umbría, se obligó, entre otras cosas, a reconocer y a pagar a favor del demandante las siguientes sumas:
a) El pago de la pensión mensual de jubilación, a partir del 24 de julio de 2001, por un valor de $2.408.458,57.

b) El retroactivo por valor de $110.789.094,22 correspondiente al valor de las mesadas dejadas de percibir desde el 24 de julio de 2001 hasta el 24 de julio de 2004.

Según cuenta el actor, la primera obligación se ha venido pagando cumplidamente por la Alcaldía Municipal, no sucediendo lo mismo con la segunda, que es precisamente la que se demanda en este proceso, para lo cual adjuntó como título ejecutivo el mencionado acto administrativo.

Sin embargo, también se cuenta en la demanda, que para el pago de dicho retroactivo, después de varios intentos, tanto acreedor (el ejecutante) como deudor (la Alcaldía) suscribieron el 1° de marzo de 2008 un acuerdo de pago (folio 9 y 10) en el que consintieron las siguientes condiciones para la cancelación de dicha obligación:
1) El pago del capital por concepto de retroactivo, debidamente indexado a esa fecha, cuyo monto ascendía a $135.327.160,06, en dos contados: Un primer pago de $100.000.000 a la fecha, es decir, a 1° de marzo de 2.008; y, el excedente, es decir, $35.327.160,06, tan pronto como el municipio recaude el préstamo de tesorería que le esté girando el INFIDER, en el transcurso de los próximos días.

2) Los intereses de mora causados hasta la fecha (1° de marzo de 2008) tendrían un plazo de pago al 25 de enero de 2.009. Cabe aclarar en este punto, que de acuerdo a lo narrado en el libelo demandatorio, los intereses al 21 de febrero de 2008 ascendían a la suma de $144.038.845,97, según una cuenta de cobro que el actor presentó a la Alcaldía y que, según se desprende de la siguiente condición, se tuvo en cuenta para la realización del presente acuerdo de pago. 

3) Se aceptó como base para la liquidación y pago definitivo, la cuenta presentada por el acreedor, adicionada en los días trascurridos desde la fecha en que se presentó (que según se dijo anteriormente, fue el 21 de febrero de 2008) hasta el día de suscripción del acuerdo (1° de marzo/08). En dicha cláusula se adicionó un parágrafo para establecer que los errores aritméticos que se detecten, serían corregidos o aclarados de común acuerdo.

4) A partir de la fecha, esto es, 1° de marzo de 2008, se suspendió la generación de intereses corrientes y de mora para el municipio. 
5) El municipio podría hacer avances en el pago del saldo durante el transcurso del año y antes del vencimiento del plazo –entendemos que cuando se refiere al plazo, lo hace con relación al 25 de enero de 2009-.
6) Finalmente se dejó estipulado que el presente acuerdo prestaba mérito ejecutivo. 

En este orden de ideas, existiendo un acuerdo de pago entre las partes, que tiene relación directa con la obligación contenida en la Resolución No. 176 del 25 de noviembre de 2004 pero que además presta mérito ejecutivo, es indudable que la obligación que se ejecuta no puede tener como simple título ejecutivo el mero acto administrativo sino que a él debe integrarse el susodicho acuerdo, para conformar lo que la jurisprudencia y doctrina han denominado un título ejecutivo complejo, por cuanto los mismos involucrados cambiaron las condiciones iniciales de pago en tres aspectos básicos:

  i) Se pagaría primero el capital indexado de $135.327.160,06 (el capital inicial era de $110.789.094,22) y luego los intereses de mora causados al 1° de marzo de 2008 (fecha del acuerdo), para cuya cancelación se estipuló como fecha límite el 25 de enero de 2009.  Fíjese como, a diferencia de la  regla general según la cual los abonos primero se imputan a intereses y luego a capital, artículo 1653 del Código Civil
, las partes de común acuerdo invirtieron ese orden, cuestión perfectamente viable dentro de la autonomía de voluntad, incluso para el pago de retroactivo de obligaciones laborales, tal como lo señala la citada norma. Este consenso indiscutiblemente cambió las condiciones iniciales de pago que no eran otras que las del artículo 1653. Es más, dentro de los hechos narrados en la demanda, la alcaldía Municipal pagó al acreedor la suma de $100.000.000 el 1° de marzo de 2.008, de lo cual se deduce que tal como reza el acuerdo de pago, dicha suma se pagó por concepto de capital, y 13 días más adelante, exactamente el 13 marzo de 2008,  abonó la suma de $35.000.000, que también entiende la Sala corresponde a capital, porque se ajusta a los parámetros del acuerdo, quedando un saldo por capital de $327.160,66.
ii) Se estipuló que sólo se pagarían los intereses de mora causados hasta el 1° de marzo de 2008, para lo cual se tendría en cuenta como base de la liquidación, la cuenta presentada por el acreedor el 21 de febrero de 2008, que a esa fecha ascendía a $144.038.845,97. Con relación a los intereses corrientes y de mora que se causaren con posterioridad, las partes decidieron SUSPENDER su generación, de lo cual se deduce con meridiana claridad que a partir del 2 de marzo de 2008 en adelante dejaron de causarse intereses a favor del acreedor, a pesar de que se condicionó el pago de parte de capital para cuando el municipio recaude el préstamo de tesorería que le esté girando el INFIDER, en el transcurso de los próximos días, que tal como se vio líneas atrás parece que corresponde al 13 de marzo de 2008, cuando se abonó la suma de $35.000.000, quedando un pequeño saldo a favor del acreedor. Lo anterior es otro cambio significativo de las condiciones iniciales de pago, por cuanto el acreedor renunció a que cualquier saldo de capital genere intereses de mora en su favor cuando no se paga oportunamente, que es la regla general que rige el pago de las obligaciones, salvo pacto en contrario. 

iii) Se aceptó como base de liquidación para la suscripción del acuerdo de pago, aquella que presentó el acreedor el 21 de febrero de 2.008, adicionada en los días transcurridos desde esa fecha hasta el 1° de marzo de 2.008. Obsérvese que en dicha liquidación, el acreedor no solo indexó el capital adeudado, actualizándolo desde el 25 de noviembre de 2004 al 21 de febrero de 2008, razón por la cual pasó de $110.789.094,22 a $135.327.160,06, sino que además tasó los intereses de mora a la tasa del 32.75% anual para el mismo período. Dicho acuerdo sobre la indexación y la tasa de interés moratorio, zanjó cualquier discusión posterior sobre tales ítems, circunstancia que también vino a cambiar las condiciones iniciales de pago, en donde nada se estipuló al respecto, sin que con ello pretendamos decir que el acreedor no tenga derecho a ello.  
Así las cosas, observa esta Corporación que el juez de primer grado pasó por alto el acuerdo de pago, que como se acaba de ver, necesariamente influye en las condiciones primigenias de la obligación laboral que –recuérdese- provenían de la voluntad unilateral de la administración municipal de Belén de Umbría, en tanto que el acuerdo proviene de la voluntad de las dos partes,  y por esa razón debía integrarse el acuerdo al acto administrativo, para que juntos conformen el título ejecutivo complejo, que es en realidad el que contiene la obligación que se ejecuta. A pesar de que este tema no es objeto de apelación, la Sala necesariamente debía abordarlo precisamente para resolver la alzada, pero valga esta oportunidad para advertirle al juez A quo que el mandamiento de pago no lo ata en la sentencia y que puede hasta en la misma sentencia, reexaminar el título ejecutivo a fin de ajustar el proceso a derecho.

3. Del recurso de apelación:
Para lo que interesa al recurso, teniendo en cuenta que se está solicitando la ejecución por concepto de capital debidamente indexado desde el 25 de noviembre de 2004 hasta la fecha de pago, más los intereses moratorios desde esa fecha también hasta el pago de la obligación, bajo el análisis anterior, concluimos que habiendo aceptado el deudor la indexación del capital  y, además,  una tasa de interés sobre los intereses moratorios causados hasta el 1° de marzo de 2008  del 32.75% anual, resulta inane a estas alturas establecer si procede la indexación sobre el capital adeudado ni tampoco cuál es la tasa de interés moratorio que cobija la presente obligación laboral respecto de los intereses causados del 25 de noviembre de 2004 al 21 de febrero de 2008, porque las mismas partes zanjaron cualquier discusión al respecto en el acuerdo de pago que celebraron. Ahora, con relación a los intereses causados a partir del 2 de marzo de 2008 en adelante, ya vimos que las mismas partes decidieron suspenderlos, de modo que no pueden ahora ejecutarse. 
En conclusión, de lo visto y narrado por el propio ejecutante, lo que la Alcaldía Municipal está adeudando es lo siguiente:

· $327.160,66 por concepto de capital.

· $144.038.845,97, por concepto de los intereses de mora causados desde el 25 de noviembre de 2004 al 21 de febrero de 2008.

· Los intereses de mora causados del 22 de febrero al 1° de marzo de 2.008.

Ninguna de las sumas anteriores genera intereses de mora, primero, porque las partes acordaron que el saldo de capital no generaría más intereses ni corrientes ni moratorios, y segundo, porque las sumas debidas por intereses no causan intereses (no puede pretenderse intereses sobre intereses).

En ese orden de ideas, si bien los  argumentos de la apelación no pueden tenerse en cuenta, ni tampoco los fundamentos del mandamiento ejecutivo ni la forma como se libró la orden de pago, no puede esta Sala modificar el auto apelado para no hacer más gravosa la situación del único apelante, que lo es el ejecutante, en virtud del principio de la reformatio in pejus.  En consecuencia se confirmará la decisión de primera instancia pero por las razones que acaban de esbozarse.


En consideración a lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira,  

R E S U E L V E:

PRIMERO.- CONFIRMAR el auto proferido el 27 de marzo de 2009 por el Juzgado Único Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría (Risaralda), dentro del proceso Ejecutivo Laboral promovido por MANUEL ÁNGEL CANO BETANCUR contra el MUNICIPIO DE BELEN DE UMBRÍA, pero por las razones expuestas en esta providencia y no por los fundamentos de la providencia apelada. 

SEGUNDO.- Sin costas en esta instancia. 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE y DEVUÉLVASE el expediente al Juzgado de origen.


NOTIFICACIÓN EN ESTRADOS: La suscrita Secretaria deja expresa constancia de que la anterior providencia se notificó en estrados a las partes, tal como lo ordena la ley.


No siendo otro el objeto de la presente diligencia, se termina y firma por las personas que en la misma intervinieron.

Los Magistrados,

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

HERNÁN MEJÍA URIBE 
  
     FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO

Secretaria

� ART. 1653.- Si se deben capital e intereses, el pago se imputará primeramente a los intereses, salvo que el acreedor consienta expresamente que se impute a capital.


Si el acreedor otorga carta de pago del capital sin mencionar los intereses, se presumen éstos pagados. (Negrilla fuera de texto)
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